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Prefacio


 


Conocí a Porfirio Muñoz Ledo poco después de la Revolución de los Claveles de 1974, que ocurrió en Portugal y fue una señal de esperanza para los progresistas de varios continentes.


Yo había estado exiliado en Francia, todavía durante la dictadura, y acababa de regresar a Portugal, al frente del Partido Socialista de mi país. Fue por intermedio de Willy Brandt, que mucho estimaba a Porfirio, como nos conocimos de paso por la ciudad de México, provenientes de Costa Rica, donde había tenido lugar una reunión de la Internacional Socialista. Simpatizamos a primera vista. Él era en ese momento dirigente del PRI, y a partir de ahí mantuvimos contacto que acabaría por estrecharse en una larga y sólida amistad y camaradería.


Muñoz Ledo es un hombre singular, extraordinariamente dotado, reconocido como tal en la política mexicana, América Latina y Europa. Además de político, con un historial de servicio público brillante, es un politólogo y profesor de ciencia política altamente considerado. Con una vastísima cultura general y una enorme experiencia personal, ocupó cargos sucesivos, todos de gran importancia.


Tiene una enorme bibliografía y, con el paso del tiempo, adquirió una madurez y una dimensión político-jurídica y cultural verdaderamente excepcionales.


Cuando estuve hace años como diputado europeo, Muñoz Ledo era embajador de México ante la Comunidad Europea en Bruselas. Tuvimos entonces un contacto muy regular y extremadamente enriquecedor para mí. Recuerdo que disfrutamos de una comida con Carlos Fuentes que se prolongó en una larga conversación cultural y política sumamente interesante.


En los últimos años, Muñoz Ledo ha reflexionado mucho sobre la situación del mundo, ha escrito artículos, libros, y ha dado conferencias sobre la temática actual. Es sabido que muchos políticos de diversos países y orientaciones no tienen dirección ni saben cómo actuar: he encontrado muchos de ellos en Europa, en los Estados Unidos, en Iberoamérica y en Oriente próximo. Porfirio Muñoz Ledo está en las antípodas de esos políticos.


Muñoz Ledo es una persona con gran información y que ha reflexionado como pocos sobre nuestros conturbados tiempos. El mundo está en peligro. Él lo sabe. El libro que ahora ofrece —cuya lectura me encantó y absorbió—, y que me dio el honor de presentar en estas breves líneas, es un ejemplo de lo que afirmo.


Estoy seguro de que será leído y discutido con mucho interés y pasión por las élites políticas y culturales mexicanas e iberoamericanas, y que tendrá un gran éxito en México —su país—, en Europa, en los Estados Unidos de Barack Obama y, seguramente, también en Iberoamérica. Tengo la certeza de que en Portugal y Brasil, si es traducido, también tendrá un éxito mayor. Éstos son, finalmente, los votos que expreso.


 


MÁRIO SOARES


Dirigente histórico del socialismo democrático;
 dos veces primer ministro y dos veces presidente de Portugal
 Vau, Óbidos, Portugal, 2 de septiembre de 2010










I


Ilegitimidad y revocación


 


1988: LA REBELIÓN DOMESTICADA


Un libro esencial para el conocimiento del acontecer contemporáneo del país es 1988: El año que calló el sistema. Su autora, la noble periodista Martha Anaya. Leerlo es una experiencia estremecedora e imprescindible. Debiera generar un análisis responsable sobre los orígenes inmediatos de la tragedia nacional. No es un alegato ideológico sino un repaso objetivo y documentado de sucesos que descarrilaron el cambio histórico. El abatimiento de los velos piadosos que han encubierto la enorme traición cometida contra la voluntad popular: el juego suicida entre inercias y mezquindades que ha marcado desde entonces el despeñadero moral de la República.


La obra es una crónica de las jornadas iniciadas el día de la elección y desarrolladas más tarde entre bambalinas, hasta que el sistema recobró el control político mediante la aceptación —interesada o medrosa— de una victoria oficial que nunca existió, por parte de quienes realmente la obtuvieron. Los testimonios de los actores no dejan lugar a dudas sobre las cuestiones a debate.


Ante todo el verdadero resultado de los comicios, ¿Cárdenas obtuvo más sufragios que Salinas o sólo quisieron preservar una mayoría holgada para el régimen? Además de que los hechos relatados apuntan inequívocamente en el primer sentido, ninguno de los interrogados afirma que Salinas ganó la elección.


Quien era titular del Ejecutivo dice: “portar el sambenito del fraude es penoso pero lo hubiese sido más perder el poder”; “a la izquierda no había ni hay que dejarla llegar”. “Creo que hice bien en impedirlo”. Aunque no haya sido obra de su firmeza, sino de las maquinaciones del beneficiario primordial.


La célebre caída del sistema es más sustantiva de lo que muchos suponen. No fue sólo una decisión de emergencia para evitar la diseminación de cifras abrumadoramente favorables a la oposición en el Valle de México. Derivó también de obstrucciones informativas de los comités estatales, que improvisaban malabarismos para maquillar los resultados en todo el territorio nacional.


El cúmulo de falsificaciones comprobables, el “escalofrío de Los Pinos” descrito por la autora, el desconcierto de la clase gobernante, la perceptible neutralidad del Ejército, la convicción de nuestro triunfo en la opinión internacional y sobre todo el enardecimiento popular, habían creado las condiciones para exigir la nulidad de la elección e impulsar una genuina transición democrática.


Así lo convenimos el 6 de julio en el Llamado a la legalidad redactado por Carlos Castillo Peraza y por mí. “En caso de que no se reestablezca la legalidad del proceso electoral no aceptaríamos los resultados ni reconoceríamos a las autoridades que provinieran de hechos fraudulentos, por lo que procederíamos a defender los derechos del pueblo mexicano con todas las armas que la Constitución nos otorga”.


Las evidencias de fraude eran mucho mayores a las que cualquier legislación establece para anular comicios, y la capacidad de movilización social, muy superior a otras que desplomaron regímenes por la vía pacífica. La equiparación con el 68 es desproporcionada, y el hipotético “baño de sangre”, sólo una excusa a posteriori del desistimiento. No era factible, ni con Atila despachando en Palacio.


Ciertamente, las experiencias previas de Europa mediterránea y el Cono Sur no eran comparables a la nuestra y la erupción del 88 ocurre un año antes del No a Pinochet y dos de la caída del muro de Berlín.


Pudimos ser adelantados de la historia, pero los principales dirigentes carecían de los tamaños para entenderlo. Se requería, como escribió Jorge Castañeda, “una visión de largo plazo y la definición precisa de que la meta era la liquidación del sistema”.


En aquel entonces le dije: “si dejamos que el chaparrito se recupere y reagrupe sus fuerzas, no nos lo quitamos de encima”. Así sucedió y la derecha se instaló en el poder durante dos decenios para ejecutar un programa radicalmente opuesto al plebiscitado por el pueblo.


El desastre acaecido hasta hoy es nuestra responsabilidad por omisión y la pequeñez de algunos apenas se distingue de la complicidad.


Afirma De la Madrid que, al entrevistarse secretamente con su contrincante, Cárdenas admitió la derrota: “Aceptó la victoria de Salinas en los hechos; se sentó con él a negociar”. A cambio de ninguna ventaja política comprobable, ya que todas fueron a las alforjas de Acción Nacional. Para acá reservaron la represión y finalmente el desprecio.


No imagino a los conspiradores de Querétaro negociando en la sombra posiciones con el virreinato ni a los maderistas o constitucionalistas enviando en la batalla mensajes subterráneos de retirada. Para infortunio de nuestra generación, los héroes no se dan en maceta ni la grandeza es un bien heredable.


LA SANTA ALIANZA


El correo electrónico de mi columna en El Universal sirve como pararrayos de cóleras reaccionarias. Las andanadas de injurias que recibo cuando pongo en duda la legitimidad del Ejecutivo o planteo vías constitucionales para su reemplazo merecerían análisis psiquiátrico. Algunas, incluso pesquisa judicial, ya que las vísceras sectarias pueden conducir a otras formas de agresión.


A veces, sin embargo, los mensajes condensan un estado de la conciencia pública y estimulan el oficio del comunicador. Así, en las reacciones a un artículo sobre la tragedia de 1988 (alguno lo llama “mini ensayo”), los lectores se preguntan si a los dirigentes de entonces los habitaba una genuina voluntad democrática o sólo querían romper la piñata para compartir los manjares.


Indigna la actitud equívoca y timorata del liderazgo del Frente, que terminó enrumbando al país en la dirección contraria al reclamo social que arrolló en los comicios. Algunos la perciben como traición y otros simplemente como inconsistencia. Todos coinciden en que ha frustrado durante una generación la posibilidad de transformar al Estado desde la izquierda y por la vía electoral.


Nadie entiende las motivaciones de quienes optaron por diferir una victoria que ya habían alcanzado en vez de ofrecer a la ciudadanía la certidumbre de que estaban dispuestos a defenderla. Menos aún que lo hayan hecho a cambio de la remoción de un gobernador, de vagas promesas de reforma electoral y de la esperanza de constituir un partido, cuando ya contábamos con cuatro.


Resultó antihistórico que el movimiento popular naufragara en las maniobras del régimen para ampliar la canasta de beneficios a la oposición instaurada por Reyes Heroles. La legitimación de un sistema —democráticamente derrotado— en trueque por ventajas marginales: gubernaturas, alcaldías, presupuestos partidarios y candilejas racionadas en la radio y la televisión.


En cambio, la derecha procedió de manera habilidosa, coordinada y sustantiva. Cuando a pocos días tuvo constancia de que Cárdenas había ganado, en vez de reconocerlo eludió el compromiso de cotejar sus actas con las nuestras y trocó el discurso de la nulidad por el de la “legitimidad por ejercicio”. Esto es, lo ilegal puede dejar de serlo si se acomoda a mis intereses.


La declaración del PAN ante la Comisión Federal Electoral es definitoria: “México ha acreditado que es plural. Se cayó el destartalado carro completo y ojalá no vuelva a circular por las avenidas de la democracia”. Léase: el reparto condescendiente de los peces y los panes sin mirar la violación del sufragio. Pronunciada por el mismo personaje que más tarde avalaría la quema de la paquetería electoral.


A partir de ahí, la negociación de fondo. Solemne y puntual, como en una rendición. El entierro de los vestigios de la Revolución mexicana por la suma de coincidencias entre una tecnocracia entreguista y una derecha rencorosa. La instauración de la santa alianza que el país ha padecido.


Se pactaron nada menos que las pautas del modelo neoliberal: avances democráticos formales, pero reforzamiento de los controles monopólicos y mediáticos. “Apertura económica y libertad para el campo”, mediante la ruinosa adopción del Tratado de Libre Comercio con América del Norte y la reforma del artículo 27 constitucional. Privatización de la banca y relaciones entre la Iglesia y el Estado, con sesgo riesgoso contra la laicidad.


La deriva de una transición abortada en la instauración de una “cleptocracia” bipartidista. El ejercicio errático de un autoritarismo feudal, el maridaje entre el dinero y la política y el tráfico plural de las influencias. La abdicación de la autoridad pública ante la rectoría de los poderes fácticos y la patética dilución del Estado de derecho, objetivo último de aquellos afanes.


Según los clásicos, el establecimiento de una hegemonía oligárquica convierte al sistema político en el “consejo de administración de los intereses de las clases dominantes”. En esta globalización, conduce por desgracia al alquiler de la soberanía, a la bancarrota económica, la diáspora social y la desintegración paulatina del Estado Nación.


¿Qué significa la corriente progresista en este panorama espectral? No la extrema complicidad de los “modernos”, que prestan justificación “consensual” a los abusos del poder bifronte y comprueban que éste puede capturar todos los espacios del Estado. Que utiliza, a través de su sistema de concesiones y en favor de sus patrones ideológicos, a una izquierda corrupta y palera.


Las respuestas posibles son de gran utilidad. Elucidemos si la contumacia en las opciones electorales nos confina hoy al tragicómico baile de las comparsas. O bien, si inventamos un camino pacífico, valiente, imaginativo y eficaz que nos permita revertir la ignominia.


CADÁVERES INSEPULTOS


Se suceden dos aniversarios indisolublemente vinculados en el escenario del país: el 2 y el 6 de julio. Uno fresco: 2 de julio de 2006, y otro a mitad enterrado: 6 de julio de 1988.


Los comentarios al respecto son pobres y generalmente sesgados hacia la demostración de que el 88 fue el preludio de un proceso democratizador culminado en el 2006 con elecciones fidedignas.


Las declaraciones de actores varios no rebasan la anécdota personal o de grupo, como arbustos que disfrazan el bosque de la historia. Los protagonistas principales (Cárdenas y Salinas) difieren obviamente sobre el resultado de los comicios, pero coinciden en la utilidad que tuvieron los encuentros secretos que entonces sostuvieron.


Quien fuera candidato del FDN afirma que éstos representaron el inicio de un cambio conducente a que “hoy el voto se respeta y tenemos elecciones de otra calidad respecto de las del 88”. Exaltaría así los frutos de un sacrificio que sus electores no le demandaron, tanto como los resultados de arduas negociaciones que nunca impulsó y de las que repetidamente se sirvió.


En último análisis, estaría disimulando la violación del sufragio en el 2006. Posición semejante a la del respetable Luis H. Álvarez, quien ve como retoño de aquellas jornadas a un “joven de pelo rizado que andaba en los mítines”, de nombre Felipe Calderón; de quien sostiene que “mamó de raíz las tesis democráticas”, aunque no explique cómo llegó a vomitarlas. ¡Oh, excesos de la retórica partidaria y de las coincidencias tardías!


Algún apologista del 88 asegura que “fue un árbol que creció a merced del viento”, pero soslaya los frutos podridos que generó el apartamiento del vendaval popular. Avala la sumisión concertada que condujo al despeñadero nacional y condena a quienes mantenemos la ilegitimidad irrevocable de ambas elecciones y creemos que la impunidad es la negación misma de la democracia.


En el marco de los rascones de egos embotados, se dice que quienes pensamos que la memoria es asunto de salud pública no somos sino “intrigantes contra el pasado”. Ignoran a Edmundo O’Gorman: “la historiografía no se inventó para regañar a los muertos —ni a los vivos— sino para entender sus actos y evaluar las consecuencias que tuvieron sobre la vida social”.


En este páramo intelectual sobresale el libro de José Antonio Crespo, 2006. Hablan las actas. Se trata de una pesquisa rigurosa de las últimas elecciones mediante el seguimiento de una pista: el enorme número de inconsistencias aritméticas registradas en las actas de escrutinio y cómputo. La recuperación de esos datos arroja una verdad distinta a la “jurídica” que desembocó en la instalación del Ejecutivo.


Según las propias conclusiones del Tribunal Federal Electoral, el IFE debió abrir los paquetes de 64% de las casillas. Sin embargo, entre ambos organismos sólo revisaron 12 por ciento. Junto con la actuación “frívola y cómplice” de la fiscalía especial, que dejó sin vigencia el capítulo de delitos electorales, cometidos abrumadoramente por el gobierno.


Sostiene el autor que las decisiones del IFE “terminaron privilegiando la estrategia del PAN, con lo que puso en entredicho su imparcialidad”. Y añade que el Tribunal Electoral “hizo un trabajo poco exhaustivo, desaseado, improvisado y pleno de sospechas, contradicciones y cambios de criterio”. Concluye que “se obsequió una victoria a Calderón como lo hizo la Suprema Corte norteamericana con Bush en el 2000”.


La autoridad falló en su deber constitucional de otorgar a los ciudadanos “certeza” sobre el resultado electoral. Ello explica que —en contra de los justificadores de la defección del 88— casi dos tercios de la población no crean hoy que en México gocemos de elecciones auténticas. También “la falta de consenso, la merma de legitimidad y la polarización política derivadas de los comicios del 2006”.


A pesar de ello, las reformas adoptadas son “notoriamente insuficientes”, más por designio político que por incompetencia. Parecemos estar condenados a que los agravios de nuestra historia “resurjan una y otra vez, como cadáveres insepultos”. Archivarlos para siempre es el propósito del esclarecimiento del pasado.


PAÍS DE ESPURIOS


La segunda vuelta del juramento de Obama ante el presidente de la Corte, al día siguiente de su asunción, sugiere un cuidado escrupuloso de los requisitos legales necesarios para el ejercicio del poder. Contrasta con el desaseo manifiesto en la elección de su antecesor, inicio de la secuela de crímenes y mentiras que marcaron su desempeño.


La legitimidad es la calidad que adquieren los actos ejecutados “conforme a las leyes”, que así devienen ciertos y genuinos. En lo concerniente a la autoridad pública —legitimidad monárquica o democrática— encierra un sistema de valores. Como sugiere Rodrigo Borja: “Es la credencial ética para mandar y ser obedecido”.


A contrario sensu, la ilegitimidad original del poder induce a la degradación de la autoridad pública: la instauración del “haiga sido como haiga sido” en todas las esferas de su ejercicio. En cambio, el no reconocimiento de los falsos títulos que recubren a los gobernantes de facto es expresión de dignidad ciudadana y plataforma para la restauración de la moral republicana.


El debate suscitado por Martha Anaya sobre el fraude del 88 no es curiosidad arqueológica sino vehículo de salud pública.


La aparición de Carlos Salinas en defensa de una causa perdida exhibe por igual el placer de las candilejas que un cinismo fundacional. A sabiendas de que miente, emplea el más falaz de los argumentos: que las actas depositadas en el Archivo General de la Nación prueban su triunfo.


Pretende refutar el dicho de un antiguo colaborador en sus dos vertientes: que “nunca se conocieron los recuentos de las casillas” y que “el PAN aprovechó la debilidad de Salinas y forzó un acuerdo para que el PRI gobernara con su programa”. Ambos, hechos irrefutables sobre los que se erige la perversidad de nuestro presente político.


Por otra parte, en su Radiografía del fraude, el científico José Barberán describió la “operación de emergencia y cirugía mayor” iniciada el 6 de julio de 1988 y efectuada durante los ocho días posteriores “por todos los aparatos del Estado: las dependencias y los organismos descentralizados del Ejecutivo, los gobiernos locales y las organizaciones corporativas del partido oficial”.


Las actas invocadas no dan constancia veraz de lo ocurrido por la simple razón de que casi todas fueron falsificadas. Las boletas incineradas hubiesen sido más reveladoras, aunque muchas de las auténticas habían sido destruidas o reemplazadas. Ahora ha quedado al descubierto la anuencia de las oposiciones: una disfrazada de “limpieza”, en busca de incrementar el número de escaños y la otra en la conquista del poder real, bautizado como “victoria cultural”.


La frase de Castillo Peraza “no importan los números sino la ideología”, recuerda la adhesión democristiana a Pinochet e ilustra tanto la falsedad de una prédica redentorista como la catadura moral de su discípulo predilecto.


Las negociaciones particulares de otras cúpulas partidarias, estimuladas por la defección de quien había sido electo por el pueblo, fueron señal indiscutible de la escasa prioridad que conceden al Estado de derecho las izquierdas acomodaticias.


La “legitimidad de ejercicio” invocada por la derecha y la legitimidad diferida, que en los hechos practica la izquierda, son dos variantes para encubrir la primacía de los intereses personales, económicos o doctrinarios sobre el respeto a la ley. Consagran además un adefesio teórico que ha lastrado la historia nacional: la Constitución es un programa y su cumplimiento, aspiración de futuro.


A pesar del esfuerzo ciudadano y de los avances liminares de nuestra transición, el reparto impúdico del poder entre los actores y el abandono de la reconstrucción democrática nos han precipitado en la más amenazante de las decadencias: aquella que instaura la falsedad como razón de Estado y sus vástagos consentidos: la corrupción, la impunidad y el cautiverio de las instituciones.


En un libro imprescindible: País de mentiras, Sara Sefchovich formula un recuento abrumador de las modalidades del engaño, consustanciales a la acción política. Escribe: “después de este recorrido, la única conclusión posible es que en este país la democracia no existe”. Y añade: “el poder es un sistema autónomo, sostenido en su propio ejercicio”. “La democracia no es entre nosotros una cultura, es una simulación.”


Afirma: en México “no queremos recordar. Hay una cómoda desmemoria colectiva que permite que vuelvan a suceder cosas que ya sucedieron”. Primero como tragedia y luego como farsa, diría Marx. Para evitar esa circularidad de la historia, sería menester abolir el país de espurios. Sería imprescindible reemplazarlos pacíficamente para edificar sobre sus escombros una constitucionalidad verdadera.


DÉBIL DEMOCRACIA. FUSIONES Y CONFUSIONES


No son nuevas las coincidencias entre parlamentarismos de fachada e intereses mediáticos. Lo que parece inexplicable es que los mismos comunicadores que salieron a la palestra en defensa del derecho sagrado de vender publicidad política, ahora elogien las reformas legales correspondientes a los cambios constitucionales que denostaron y en el camino ensalcen a sus autores.


La bolita oculta puede encontrarse entre los pliegues de la confección de la Ley de Radio, Televisión y Telecomunicaciones. Mientras los promotores de una genuina reforma del Estado, entre ellos la Asociación Mexicana del Derecho a la Información (Amdi), sostenemos que debe emprenderse una modificación constitucional de gran calado, en el grupo plural responsable del tema en el Senado, el debate se confinó a la legislación ordinaria.


Algunos hablan entre bambalinas de una “reforma compensatoria” destinada a resarcir sin aspavientos a los monopolios televisivos y sólo a corregir las disposiciones de la Ley Televisa objetadas por la Corte. Nosotros en cambio pensamos llegada la hora de desconcentrar la acumulación indebida de concesiones, regular los contenidos conforme a principios y valores democráticos y crear un órgano constitucional autónomo que quiebre el contubernio ancestral entre el Ejecutivo y los medios.


Para que haya guisado de pato se necesita un pato y para que exista una reforma del Estado se necesita Estado. En las Naciones Unidas se habla de Estados insuficientes y en el extremo de Estados fallidos, como resultado último de los estragos del ciclo neoliberal. Incluso ideólogos del Banco Mundial aconsejan la reconstrucción de la autoridad pública y su jurisdicción efectiva sobre los poderes fácticos. En México, la condición misma de ese renacimiento es la democratización de los medios de comunicación.


También es cierto que una transformación constitucional de envergadura y un ajuste profundo del modelo económico exigen una nueva correlación de fuerzas políticas. Ése es hoy el corazón del debate latinoamericano: el empeño de algunas izquierdas por introducir auténticas reformas estructurales y el de casi todas por establecer alianzas capaces de conquistar el poder, ejercerlo y reproducirlo en congruencia.


Debe preocuparnos por ello la insólita fragmentación del voto parlamentario de la izquierda, que parece revelar tanto ambiciones de corto plazo como divergencias mayores de estrategia.


Más allá de las sospechas propias de todo encono, es evidente que desde Los Pinos se teje una urdimbre de acuerdos políticos —en el añejo estilo de toma y daca— que, bajo el disfraz de una nonata reforma del Estado, prepara el advenimiento de un bipartidismo conservador y diseña para sus opositores ideológicos la función contradictoria de tribunos de plaza pública, gobernantes domesticados, sindicatos silenciosos y ensoberbecidos moradores de espacios curulescos.


En esa perspectiva, el falso debate sobre las fusiones partidarias se inscribe en la antología del surrealismo mexicano. Ha sido más bien, temo que deliberadamente, fuente de confusiones. Mientras la acepción aplicable de “fundir” sería la de “unión de intereses, ideas o partidos” puede también emplearse como sinónimo de “hundir”. En todo caso, “confundir” significa “mezclar cosas diversas, de manera que no puedan distinguirse” o bien “desordenar los ánimos”.


Resulta extraño que, a despecho de su plataforma, sus propuestas formales y compromisos públicos con sus aliados, un partido o fracción significativa de éste promueva reformas disolventes de la coalición a la que pertenece. Que se desdiga más tarde de su acción en documento público destinado al cesto de la basura y que termine apoyando ferozmente el texto que ha pactado con los partidos que se supone son sus adversarios políticos.


Comentaba un humorista que la iniciativa de cancelar las coaliciones electorales, seguida del ofrecimiento de fundir varios partidos en uno solo, equivale a una propuesta de matrimonio a la antigüita, en reemplazo de un noviazgo moderno. Tal vez estimule a sus autores la saga posterior al fraude de 1988, que adelgazó el enorme vuelco popular de entonces hasta hacerlo pasar por el ojo de aguja de los escaños parlamentarios.


Como quedó probado a lo largo de 18 años, un partido unificado no es garantía suficiente para mantener el ímpetu del movimiento social ni para alcanzar frutos electorales satisfactorios. Tiende en cambio a coagular a sus integrantes en vocaciones cupulares y aspiraciones escalafonarias.


La izquierda que requerimos demanda liderazgos transparentes, fundados en la consistencia de la ética política. Exige alianzas abiertas, cívicas, gremiales y partidarias, gobernantes eficaces e independientes y parlamentarios incorruptibles. El reconocimiento del gobierno de Calderón no es asunto de protocolo ni de vinculación administrativa. Es una actitud sustantiva: se puede desconocerlo en el discurso y servirlo en los hechos. Amenazarlo airadamente desde la tribuna pero permitir solapadamente su entrada en funciones. Denunciar al bloque de derecha que ejerce los poderes reales pero contribuir a su consolidación a cambio de perpetuidades políticas marginales.


LOS RECLUTAS ELECTORALES


Desde fines de los años ochenta hemos padecido el distanciamiento entre el impulso ciudadano a favor del cambio y la coagulación del estamento político, ahora plural, que tiende a manipularlo en función de sus propios intereses. Así, el desbordamiento inédito de personajes que se inscribieron como candidatos a consejeros del IFE, en contraste con las inercias autoritarias de las cúpulas, que a través del derecho al palomeo pretenden capitalizar las ganancias.


He llamado “reclutas electorales” a los 489 compatriotas que, en el 2007, se presentaron, entre los cuales sólo 63 mujeres. La expresión connota a quien “libre y voluntariamente se alista como soldado”, en este caso, del combate mayor por la democracia. Es una panoplia representativa de personalidades nacionales, algunas en extremo destacadas y muchas profesionalmente idóneas, aunque no hayan faltado las pinceladas picarescas aportadas por el desempleo.


En las antípodas de “el que se mueve no sale en la foto”, la afluencia de aspirantes revela una mutación significativa de nuestra cultura política. El paso al frente, sobre todo en el caso de figuras consagradas, es un riesgo cívico. Los diputados eliminaron a 383, emprendieron su tarea con celo y desmontaron de paso una candidatura ostensiblemente prefabricada. Quedó planteado lo principal: la primacía de la competencia y la imparcialidad sobre la componenda.


Sorprende que los legisladores no hayan decidido la sustitución de los nueve consejeros. La densidad de la nómina de elegibles opaca y casi ridiculiza a los sobrevivientes, que sin embargo conservarán la mayoría; lo que sugiere un juego de apariencias por el que se da satisfacción a las galerías mientras se conservan los controles.


Nunca ha sido sencilla la designación de los miembros de los órganos electorales, menos en periodos de transición. Cada una de las instituciones constitucionales autónomas obedece a un régimen distinto: en la Universidad corresponde a la propia comunidad representada por la Junta de Gobierno; el director del Banco de México es propuesto por el Ejecutivo y ratificado por el Senado, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se integra mediante un procedimiento análogo.


Sólo el Consejo del IFE surge de un procedimiento parlamentario. Ésta es la única fórmula inicialmente aceptable, aunque en realidad se trató de una feroz negociación entre la oposición y el gobierno, que disponía de mayoría absoluta en ambas cámaras. El objetivo pactado era garantizar el máximo de autonomía política de los consejeros.


En 1989, cuando por primera vez planteé la designación de ciudadanos independientes, se me respondió con la mofa o con el sincero escepticismo de quienes pensaban que ello era imposible en nuestro país.


En la emergencia de 1994 convenimos con el titular de Gobernación, Jorge Carpizo, un método de consenso. Afloraron listas de personalidades afines a los partidos o francamente irrelevantes. A los voceros de aquel PRD se nos ocurrió adelantar una relación de ilustres intelectuales a fin de probar la existencia de ciudadanos difícilmente controlables. El secretario respondió —con indignación magisterial—: “¡Esto es la República de las Letras!”


Prosiguió el intenso debate sobre perfiles, hasta obtener resultados memorables. A principios de 1996, volvimos a padecer los embates del “cuotismo”, encabezados por Castillo Peraza, que categóricamente rechazamos. Nuestros sucesores alcanzaron un acuerdo razonable en el que mezclaron simpatías partidarias y competencias profesionales.


La selección del 2003 fue el colmo de la patología foxiana. Injerencia descarada de Los Pinos a través de la coordinación parlamentaria del PRI a cambio de una reforma fiscal frustrada y en preparación de una defraudación electoral consumada. El cese de los comisarios más notorios del entuerto sólo tendría sentido si se les reemplaza por consejeros probadamente incorruptibles.


La convocatoria para la integración del consejo previó en su punto octavo que, una vez decantadas las candidaturas, la Junta de Coordinación Política determinaría —mediante el “más amplio consenso posible”— las propuestas para consejero presidente y consejeros electorales, y las enviaría al pleno sin alternativa de apelación.


La junta decide por voto ponderado —lo que refleja el peso relativo de los grupos parlamentarios—, por lo cual la decisión no obedece al principio de igualdad jurídica entre sus miembros. El llamado consenso sólo es el espacio privilegiado de transacción entre tres partidos. Por eso las organizaciones civiles sugirieron un proceso transparente de insaculación de los aspirantes seleccionados que eliminara las sospechas. También se propuso la elección en urnas sobre la lista escogida, tras un debate plenario y bajo el compromiso verificable de libertad de voto. Era la última oportunidad de salvar la maltrecha credibilidad de la clase política.


Dicen en Salamanca que el doctorado no es la prueba del alumno sino la del profesor. Para todos efectos, el Congreso se autocalificó, al prefigurar la legitimidad de las elecciones postreras.



SULTANATO EN EL IFE



El desmesurado salario que se asignan los consejeros del IFE provocó indignación generalizada e implacables descalificaciones. Destacan la desproporción entre la magnitud de las remuneraciones y la pequeñez de los beneficiarios, así como la desfachatez de los titulares de los órganos encargados de salvaguardar el orden democrático.


Las cifras agreden la sensibilidad de un país hambriento. Acusan el abismo entre un pueblo angustiado y un estamento tecnocrático, improvisado y voraz.


Ofende más el desprecio que el dinero. Los “megasalarios” son expresión de una megachafez. Un acto “de mala estofa” que exhibe la “baja calidad” y la “burda naturaleza” de quienes lo perpetran.


En el 2009, el autor central del engendro, Leonardo Valdés, defendió la “legalidad” de la decisión, pero además su valor “moral”. Esto es —en su primera acepción— que “no pertenece al orden físico o jurídico”, sino a la “apreciación de la conciencia”. Ésta es tan discutible que mejor valdría aplicar la segunda: “árbol que da moras”, siendo éstas: “fruto de pulpa jugosa”.


La acumulación de agravios apenas deja espacio a la reflexión. Dos vertientes se imponen. La primera alude a una causa fundamental de la desigualdad: la diferencia astral entre los salarios, estimada por los neoliberales como un mecanismo del mercado, en olvido de que éstos derivan de políticas públicas deliberadas.


Según estadísticas continuas de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el país “con mayores diferencias salariales por región, rama de industria y unidad de empresa” es México. Estamos frente a una política de Estado, avalada por los Congresos y expresada en los presupuestos. Por decreto, los de arriba deben ganar todo lo que sea posible y los de abajo sólo lo necesario.


La distancia salarial en el sector privado es ilimitada en ausencia de gravámenes proporcionales a los altos ingresos de las personas. En las dependencias federales, nominalmente es de 46 a 1; pero aunadas prestaciones puede llegar ser superior a 100 veces (más de 300 mil pesos el secretario, contra 3 mil el modesto empleado). La reconstrucción del régimen de castas por la ventanilla de pago.


Los organismos internacionales tienen como norma que esa diferencia no sea mayor de cuatro veces. El concepto de República exige que el funcionariato sea un cuerpo igualitario, regido por la ética del servicio. La “digna medianía” juarista, al margen de la codicia y de la puja mercantilista en que incuba la corrupción.


Se ha recordado que, al constituirse el Instituto Federal Electoral como órgano constitucional, los consejeros decidieron fijarse un salario inferior al que la ley permitía. Ello no menguó en nada su independencia, sino antes bien incrementó su autoridad. Al contrario de quienes se otorgan un ascenso descomunal, que exhibe doblemente su subordinación a los poderes reales.


Sugiere Antonio Navalón que los susodichos no son “jacarandas indias”; traducido al mexicano diría que no tiene la culpa el consejero sino el que lo hizo compadre.


Lo que está en duda es su procedimiento de selección, los intereses a los que sirve y el perfil decreciente de los nombrados.


El acuerdo original de 1994 —refrendado en 1996— era que el consejo se integraría por el consenso de las fuerzas políticas. Ello se tradujo en memorables designaciones que luego se degradaron en la rebatinga parlamentaria. Se impuso la práctica del veto, que a fuerza de descarte, se convierte en un sistema de cuotas.


Veto es “el derecho a impedir una cosa”, en tanto que consenso es un “asentimiento colectivo de acuerdo con objetivos compartidos”. Éstos eran asegurar “la máxima imparcialidad del órgano y la calidad de sus decisiones”. Ahora es una tajada en el botín patrimonial de los partidos.


El único avance cierto de la transición: la democracia electoral, está en entredicho. La sumisión de los órganos responsables a los poderes locales y nacionales es manifiesta. La corruptela mediática y la compra de votos se han enseñoreado nuevamente. Es preciso atajar la decadencia para salvar la paz.


La intervención de los partidos en la conformación de las instituciones electorales es propia de los periodos de cambio entre la hegemonía y la pluralidad política. Casi ninguna constitución la consagra en las democracias maduras. La designación corresponde a Consejos de Estado, a propuesta de entidades académicas y civiles.


Debiéramos volver al punto de partida. Reconstruir desde su segmento electoral el andamiaje de las instituciones. La sociedad enfrentaba antes un sólo adversario político, ahora cuenta con tres. Habrá que derrotarlos.


DEMOCRACIA EN VITRINAS


En 1969 fui requerido por un alto funcionario para darle mi opinión sobre el estado del sistema político mexicano después de la represión del año anterior. Era yo a la sazón profesor de la materia en El Colegio de México y ello me obligaba a un texto analítico pero también prospectivo. Lo titulé “Patria de escaparate”, en alusión a la propaganda triunfalista desplegada con motivo de las Olimpiadas, que pretendió enmascarar la crisis del régimen.


El texto, ahora abierto a consulta en el Archivo General de la Nación, quería destacar el paroxismo de la simulación al que se había llegado. Contenía una crítica severa a las deudas sociales acumuladas, un recuento de los cuellos de botella de la economía y una propuesta de reforma política, que después fue conocida como “apertura democrática para el desarrollo”.


Casi 40 años después vio la luz un volumen en el que trazo la crónica de una transición catastrófica, por la que hemos arribado a una situación mucho más grave que la de entonces: la ilegitimidad del poder público que intenta sostenerse mediante la supeditación a un protectorado transnacional. De un lado, la negativa cómplice a mostrar los testimonios del fraude electoral y del otro la determinación de violentar la Constitución mediante una legislación espuria sobre energía.


La oferta del consejero presidente del IFE, en sentido de mostrar las boletas electorales del 2006 protegidas por vitrinas, más parece una metáfora que el cumplimiento de una disposición constitucional. Vitrina es un “escaparate con tapas o puertas de cristales, para tener expuestos a la vista, con seguridad, objetos de arte o artículos de comercio”. En este caso para exhibir, sin posibilidad de ser revisados, los documentos que acreditan la expresión de la soberanía popular.


La controversia se inicia con la demanda de amparo interpuesta por Rafael Rodríguez Castañeda para reclamar la inconstitucionalidad de la negativa de acceso a las boletas electorales, tanto como la del artículo 254 del Código Federal de Instituciones y Procesos Electorales (Cofipe). La Suprema Corte negó en definitiva el recurso y, con ello, colocó la ley electoral por encima de la Ley Suprema, que en su artículo 6 establece “toda la información en posesión de cualquier autoridad es pública” y “en la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad”.


La propuesta formulada por Leonardo Valdés sólo satisface el derecho a ver, pero en modo alguno el de estar informado. Argumentar obstáculos materiales es superfluo ya que se trata de una corroboración crucial para la historia política del país que podría ocupar el tiempo y los medios que fuesen necesarios. El alegato fundado en que implicaría la reapertura del proceso electoral es falaz, ya que éste ha concluido legalmente y producido consecuencias factuales que lamentamos.


En ese sentido se pronunció el ministro Góngora Pimentel, para quien la norma electoral no es aplicable, ya que “el proceso respectivo terminó con la declaratoria de validez efectuada por el Tribunal Electoral”. Tampoco puede involucrarse “la afectación de derechos políticos, porque éstos ya fueron ejercidos y calificados”. El quejoso “no pretendía resolver una disputa electoral, ni mucho menos decidir quién es el titular legítimo del Poder Ejecutivo”. “Lo único que debe resolverse es si al destruirse las boletas se viola el derecho a la información.”


Tal es el argumento central del recurso interpuesto por Sergio Aguayo, sobre el cual ha recaído una suspensión provisional que impide la ejecución del fallo anterior. Su actitud es agnóstica: no pretende impugnar ni avalar la elección, pero estima que el derecho ciudadano a saber es inviolable. Le preocupa la percepción generalizada de que se han corrompido los procesos electorales, ya que según la encuesta que cita, 69% de la población considera que éstos son “poco limpios”, “nada limpios” o “fraudulentos”. Entre ellos, 57% de los panistas consultados, lo que añade una dosis de cinismo.


Su reflexión es histórica. Ha encontrado similitudes entre los comicios de 1929, 1940, 1952, 1988 y los más recientes. Entre ellos: intervención del gobierno a favor de un candidato, canalización de recursos públicos para ese fin, participación ilegal de empresarios, parcialidad de los árbitros electorales, complicidad de la comunidad internacional y férreo control sobre la información. El “litigio de las boletas forma parte de la construcción de la verdad histórica” y habría que decir, de la restauración democrática.


Eso es precisamente lo que el gobierno y sus aliados buscan impedir, mientras no logren afianzarse en el poder por la vía de los hechos y asegurar su reproducción mediante acuerdos denigrantes con potencias extranjeras. Quieren evitar el estallido de los escaparates, que abriría anchas avenidas a la ciudadanía para el rescate de sus derechos conculcados.


CLAUSURAR EL PRIFE


Los senadores de la LXI Legislatura evitaron un ejercicio de rendición de cuentas respecto del escandaloso fracaso de la Ley de la Reforma del Estado y su mecanismo (CENCA). No estuvieron dispuestos a un diagnóstico serio sobre el funcionamiento de las instituciones electorales y el lamentable estado que guarda nuestra democracia representativa.


Esas cuestiones fueron abordadas durante la presentación del libro coordinado por John Ackerman, Nuevos escenarios del derecho electoral. Quedaron manifiestas las malformaciones genéticas y adquiridas del sistema: Sobre todo, la imposibilidad de que florezcan organismos y conductas democráticas en un entorno autoritario.


Ahí recordé que las negociaciones de 1989, 1993, 1994, 1996, y la encerrona del 2007, abandonaron la reforma política y se redujeron a la reforma electoral. Se fijaron y modificaron las reglas para el reparto del poder, pero de ningún modo las condiciones de su ejercicio y su relación con la sociedad. La selva política terminó así devorando nuestras precarias edificaciones.


Esos esfuerzos estuvieron encerrados en una caja de cristal: invisible pero invencible. De un lado, la resistencia del bloque dominante para democratizar genuinamente el Estado o enfrentar a los poderes fácticos. Del otro, el hambre de los aparatos partidarios que veían la caída del antiguo régimen como una piñata, sobre cuyos frutos habrían de arrojarse.


Sobresalieron en el debate la contrarreforma emprendida por los medios electrónicos, burlando de facto las disposiciones que los restringen, y la corrupción de los órganos electorales: en particular el Trife. La primera se debe a la ausencia de una autoridad constitucional sobre la radio y la televisión; la segunda, a un deficiente diseño que ha propiciado el secuestro del órgano por los intereses que debería regular.


El Tribunal Electoral es hoy una caricatura orozquiana de la justicia. A él debemos en última instancia la ilegitimidad del Ejecutivo federal. Tras el adefesio del 2006, en vez de proceder a la revisión de sus atribuciones, jurisprudencia y composición, a efecto de garantizar certeza, independencia e imparcialidad, se entronizó la impunidad y se le convirtió en una fábrica de espurios.


Heredero del contencioso electoral instaurado en 1986, el órgano ganó más tarde autonomía y después fue adscrito al Poder Judicial. Sirvió para eludir las disposiciones de tratados y convenciones que otorgan a los derechos políticos la jerarquía de derechos humanos. Es un contraceptivo jurídico que amortigua el recurso constitucional y cancela la vía del amparo.


Su modo de designación propicia coaliciones de intereses partidarios y facciosos que luego lo utilizan para dirimir contiendas internas o torcer el resultado de las elecciones. La “validez abstracta” decretada para imponer a un presidente del PRD y el vuelco arbitrario en la candidatura a la delegación de Iztapalapa son casos límite que anuncian monstruosidades por venir.


Este último es una antología de desacatos: desde la insólita “atracción” del asunto, el sigilo de los procedimientos, la reconstrucción caprichosa de los cómputos y la violación de la definitividad, al resolver cuando ya estaban impresas las boletas.


La operación fue cínica y la intención inocultable: confundir al electorado y desestabilizar a la izquierda.


Fue cierta la profecía de que los órganos autónomos terminarían ocupados por el poder y el jurisdiccional transmutado en PRIFE. Procedería su desaparición, para compactar en una sola institución la organización y calificación de las elecciones. El recurso último sería ante la Suprema Corte.


Nuevos remiendos carecen de sentido. Es preciso rediseñar el conjunto e insertarlo en una auténtica reforma del Estado. Tarea de un constituyente, que no de los beneficiarios del entuerto.


IMPUNILANDIA


Nuestro país nunca ha vivido en un genuino Estado de derecho aunque haya existido el derecho del Estado. El aparato jurídico fue edificado, desde la Colonia, para legitimar los actos de autoridad y establecer un orden segmentado entre los componentes de la sociedad. A pesar de que, como decía Torres Bodet, muchas de nuestras leyes han sido escritas con sangre libertaria, la pirámide del poder ha impedido que sirvan a la defensa de los ciudadanos.


Nuestros regímenes políticos han dispuesto de un variado instrumental jurídico para el ejercicio de la autoridad y lo han modificado a su guisa para incrementarlo. Ello ha facilitado que, desde sus orígenes patrimonialistas, el poder público se haya asentado en una corrupción tolerada y regulada desde la cúspide, como reparto de botín, premio a los servicios o arma de disuasión.


Los monarcas españoles controlaban el desempeño de sus virreyes a través de visitadores, oidores y juicios de residencia; y éstos a su vez mantenían las riendas del poder premiando, castigando y consintiendo a discreción. La legalidad era sólo la forma ripiosa que encubría todo género de licencias, desde el soborno hasta la venta de los puestos y de los actos de autoridad.


De manera semejante procedieron los endebles gobiernos republicanos —sólo así se entiende la prédica moral de Juárez—, tanto como la administración porfiriana, los caudillos revolucionarios y los gobernantes institucionales.


La corrupción nos ha acompañado a través del tiempo hasta volverse signo ontológico de nuestra organización política. Otra forma de conocer nuestro pasado sería escudriñar las formas en que la corrupción se ha manifestado y la incansable imaginación con que se ha multiplicado: la crisis económica y el arribo de los neoliberales al poder representaron un salto cualitativo en la ilegalidad sistémica. La fuga de capitales —”ya nos saquearon, no nos volverán a saquear”— y luego el uso de información privilegiada en materia financiera, cambiaria y bursátil; las privatizaciones arbitrarias, las desregulaciones selectivas, la asociación de los gobernantes con el narcotráfico y los descarados conflictos de interés. Fobaproa es la inmensa cereza sobre un pastel de abusos y porquerías.


Carlos Salinas fue el Copérnico de la corrupción. Nos colocó en otro horizonte: el de la sumisión del Estado a los poderes fácticos y transnacionales. En el trasfondo de esta metamorfosis está el fraude electoral de 1988. La cínica violación del sufragio público, la ausencia de legitimidad del gobierno y la búsqueda de asideros externos para el ejercicio de la autoridad.


En la transición democrática estaba la clave de la salud pública. Hacia allá se dirigió la lucha de la sociedad y el sacrificio de los militantes. Por ello es de lesa patria la traición de Fox. La impunidad que goza tras sus incontables fechorías y haber contrariado la soberanía popular erosiona los fundamentos de la República.


Es alto el costo de un gobierno ilegítimo, que no tiene siquiera la voluntad de enmendar y que intenta obstruir la salida institucional de una genuina reforma del Estado. Calderón es la réplica de Salinas, más el añadido de la complicidad indisoluble con el gobierno anterior, del cual es en rigor su prolongación delictiva.


La tragicomedia escenificada por las aventuras de Zhenli Ye Gon es muestra palmaria de la conurbación entre las brutales ilegalidades cometidas por Fox durante el proceso electoral y el ejercicio espurio del Poder Ejecutivo. Para preservar la continuidad institucional del país sería indispensable restaurar la legalidad, cortando de tajo la colusión entre los delitos del pasado y los del presente.


El personaje —a quien llamaremos “el chale” conforme a la definición del diccionario, a efecto de no suscitar antiguas xenofobias— está envuelto en hechos y formuló declaraciones que involucran responsabilidades en el más alto nivel del gobierno. Delitos ordenados o consentidos por el presidente anterior, así como aprovechados y encubiertos por el actual. Una investigación a fondo es indispensable.


Pedí la formación de una fiscalía especial para Fox. La cuantía y entidad de sus agravios la ameritan. Pero qué hacer con quien habita Los Pinos. La Constitución señala, en su artículo 108, relativo al juicio político, que “el presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común”. ¿No podrían acaso configurarse esas faltas?


Dice también, en el artículo 109: “cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad, y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia”. ¿ No hay de sobra probanzas sobre la defraudación electoral? ¿No podría crecer una enorme Fuente Ovejuna que rescatara la dignidad ciudadana?


El desenlace del Watergate con la suspensión del mandato de Richard Nixon en los Estados Unidos y el final de los escándalos de Collor de Melo en el Brasil, fueron sin duda saludables para sus respectivos pueblos. En México es imprescindible una ruptura radical con el pasado. Impunilandia no puede continuar, porque no prevalecería la Nación.


EL TERMÓMETRO DE LA TRANSICIÓN


La comparecencia del Ejecutivo ante las cámaras ha sido el termómetro más indicativo de la transición. Las primeras interpelaciones señalarían el fin del mito presidencial y el comienzo del cambio democrático; los escándalos posteriores darían testimonio de conflictos no resueltos y las ceremonias más civilizadas serían el reflejo de los avances democráticos alcanzados.


En términos generales ha existido una relación dialéctica entre el formato congresional y la realidad política del país. Más allá de los excesos y aun las complicidades, los hechos han sido una expresión de la sustancia, del nivel de acuerdo entre los actores políticos y la legitimidad de los gobernantes. Así, el tremendo retroceso que hoy afrontamos deriva de la ruptura de los pactos de la transición.


Los argumentos que se esgrimen en cada circunstancia son posicionales. Los de quienes ejercen hoy el poder se asemejan a los que ayer sostenían quienes lo detentaban, los que esgrimen los acomodaticios también y con mayor razón las tesis de los agraviados.


Llegó la hora de la verdad. La ruptura en serio del sistema o su reforma cabal. La disfunción a perpetuidad no es una hipótesis deseable ni sostenible. En la experiencia española estarían de un lado las hordas de Tejero y del otro los pactos políticos que condujeron a una nueva constitucionalidad y a un consenso nacional perdurable. Si la clase política mexicana no sirve para esa tarea, debiera ser jubilada.


Frente a situaciones tan ambiguas, las opiniones suelen ser contrapuestas aun en el seno de cada bando. Obedecen a objetivos diferentes y esconden a menudo un doble lenguaje que ha mermado la confianza de la sociedad. En los extremos se sitúan quienes buscan sortear la coyuntura en beneficio propio y quienes desean aprovecharla en aras de profundas transformaciones.


La actitud de las bancadas y los acuerdos parlamentarios consecuentes estarían determinados por tres condiciones explícitas, tendentes a transparentar el pasado, poner un alto a la impunidad y encarrilar el futuro.


En primer término, la anuencia del partido del gobierno para que no se destruyan las boletas electorales, que son documentos públicos por antonomasia, ya que contienen la expresión de la soberanía popular. Enseguida, la creación inmediata, mediante el acuerdo de las fuerzas políticas, de una comisión de la verdad que esclarezca las anomalías del proceso electoral que culminó el 2 de julio de 2006.


El compromiso a fondo de todos los actores con la reforma del Estado, con el alcance pactado por el propio Congreso. Se trata no sólo de una nueva legislación electoral, que garantice la continuidad institucional del país, sino de la democratización de los medios de información y las definiciones específicas en torno a la forma de gobierno, la descentralización política, la reforma de la justicia, los derechos humanos y las garantías sociales.


El ofrecimiento de un debate con los legisladores señalado por Calderón, se compadece en apariencia con nuestra antigua propuesta de parlamentarizar el sistema. Se produjo dos días después de que sugerí una doble comparecencia: la ceremonial y la de análisis y discusión del informe. No es válido, sin embargo, tomar el rábano por las hojas: utilizar el poder de los medios para simular un escenario democrático y eludir el compromiso con la renovación política y social del país.


A nada lleva un concurso de oratoria que podría terminar en pandemónium. No serviría siquiera para legitimar un gobierno surgido de la manipulación del sufragio; lo que nos compete a todos es liquidar el autoritarismo corrupto y edificar la nueva arquitectura del Estado.


Para que la democracia prospere se requieren demócratas. Dirigentes honestos y de valor civil a todo prueba. Que sean capaces de tensar la cuerda y ganar la partida. Los momentos históricos revelan la pasta con la que cada quien está construido. Esperamos vivirlo para saberlo.


PUNTO MUERTO


El primero y 2 de septiembre de 2007, vivimos por primera vez el desdoblamiento del Ejecutivo en funciones. No fue por desgracia —como tantas veces lo hemos sugerido— la separación entre la asistencia ceremonial en tanto jefe del Estado a la apertura de sesiones del Congreso y la comparecencia posterior para responder interpelaciones en tanto jefe de Gobierno, respecto del informe previamente presentado por escrito.


Ése es el formato que propuse al presidente Zedillo desde la presidencia del Congreso y que hubiese permitido desde entonces destrabar la simbiosis urdida por el constituyente del 17 y encaminarnos hacia una reforma del sistema de gobierno. En ausencia de decisiones sobre la parlamentarización del régimen, los legisladores alcanzaron esa vez acuerdos honorables, sin pena ni gloria para nadie.


Debía permitirse al presidente en ejercicio el cumplimiento literal de sus deberes constitucionales: asistir y entregar. Evitar con ello el improperio inútil y la riesgosa violencia que dañarían aún más el prestigio del Poder Legislativo. Dejar además asentado, en un acto parlamentario impecable, el desacuerdo sobre la legitimidad del mandato del Ejecutivo, que es el núcleo mismo del conflicto político.


En términos deportivos diríamos que fue un empate a cero. Tal es el estado que guardan las relaciones entre los poderes formales y el endeble equilibrio institucional del país. “El régimen político está quebrado”, escribió Manuel Camacho, para advertir que “si se considera que lo ocurrido es un asunto de rituales, la realidad volverá a manifestarse en el momento menos esperado, al punto de poner en vilo la estabilidad del país”.


Los sucesos prueban que, contrariamente al socorrido dicho del antiguo régimen, la forma no es fondo sino tan sólo una señal de las intenciones de los actores. Así, Calderón optó por sustituir la obligación democrática de rendir cuentas por el placer monárquico de disfrutar la rendición del aplauso. Como en los peores momentos del pasado, la exaltación demencial del presidencialismo entraña el máximo desprecio a las instituciones y a los ciudadanos.


Agudos comentaristas han definido la ceremonia de marras como un “monólogo sin réplica”, “la restauración extemporánea y a domicilio del día del presidente” o “el milagro de la resurrección, al día siguiente, del boato que regía en la época dorada del régimen priista”. También lo han descrito como “una marcha triunfal con ribetes imperiales” y “el teatro del autoelogio, que hacía revolotear gozosos los espíritus de López Portillo y de Salinas por Palacio Nacional”.


El espectáculo simulatorio no se produjo como respuesta a las limitantes impuestas por el Congreso, sino que fue un montaje escenográfico prefabricado para suplantar una ceremonia republicana mediante la manipulación mediática y el servilismo de los convocados. Se trató de un acto oficioso, que no oficial, por lo que conforme a la ley no debió portar la banda, que esta vez lució subida hasta el pescuezo, a manera de bufanda presidencial.


Parece que todo le queda grande, comenzando por el país y sus problemas. De nada sirve reeditar en tribuna el discurso lastimero de las carencias nacionales y de las agresiones externas, acompañado de las consabidas lágrimas de cocodrilo. Ese ajado libreto sólo conduce a la exaltación de un héroe potencial que esforzadamente navega entre tamañas acechanzas con la mirada puesta en el futuro.


Resulta por ello contradictorio que haya introducido pinceladas de “calderolandia” en el mensaje, mediante el manejo de cifras sospechosas o retroactivas que de inmediato son refutadas por los expertos. Así la tasa de crecimiento, que no alcanzaría ese año 3 por ciento. Lo único cierto es que la política económica refleja la continuidad con el pasado. Este gobierno vive en todo de la inercia, pero de bajada.


El país entero se encuentra en un peligroso punto muerto. El aparato político, al igual que el productivo, padece inmovilismo por ausencia de acuerdos sustantivos, proyectos transformadores e incentivos dinámicos. Las salidas están bloqueadas y se ha generado una sinergia al revés. La maquinaria nacional está parada y nos encontramos en una pendiente que conduce lentamente al precipicio.


Tanto el remedio salomónico encontrado a la ceremonia del primero de septiembre de 2007, como la vaciedad conceptual y pobreza factual del mensaje del día siguiente subrayan esa penosa realidad. Ninguno de los graves desafíos que encara el país encontrará solución si no se destraba el nudo político, se restauran los compromisos democráticos y se recompone el andamiaje jurídico del país. Una nueva constitucionalidad sería el cimiento de un nuevo pacto social entre los mexicanos.


Nunca terminaremos de lamentar el afrentoso fallo del Tribunal Electoral. Si como era su deber hubiese anulado la elección, un gobierno interino —que por definición habría gozado de mayoría parlamentaria— se habría dado en 18 meses a la tarea de reconstruir los acuerdos nacionales. Periodo mayor al que han dispuesto para esos mismos cambios exitosas transiciones democráticas de otras latitudes.


En contraste, parece irresponsable y distante la alusión que Calderón hizo a la reforma del Estado, como tarea exclusiva de los legisladores. Hipócrita también, porque soslaya las transacciones bajo cuerda mediante las cuales su gobierno entorpece el diálogo en el Congreso e intenta convertirlo en un bazar de concesiones recíprocas.


En esta versión parlamentaria de la economía informal se pretende mezclar las baratijas recaudatorias con las joyas de la reforma. Poner en el mismo saco el impuesto a las gasolinas y la regulación democrática de los medios electrónicos resulta un despropósito mayor. Peor aún, fingir que se promueve el pluralismo cuando en la práctica se lo socava o declarar que se legisla para la sociedad cuando se proponen cambios que la atropellan.


Es indispensable restablecer el imperio de la Ley para la Reforma del Estado, al margen de la intriga, el cochupo y el chantaje de ocasión. Recuperar la transparencia y dignidad de un ejercicio diseñado para encontrar respuestas a la profunda crisis institucional del país. De otro modo, todos seremos derrotados.


CALIGULISMO


Los acontecimientos políticos del país desafían la razón. Obedecen a una reiterada superposición de lo imaginario sobre lo real. Emblemático es el supuesto secuestro de la aeronave, a fines del 2009, que gozó de un despliegue mediático digno del aterrizaje del hombre en la Luna y exhibió el talante simulador del secretario de Seguridad Pública.


Así, ese año, las propuestas fiscales enviadas al Congreso, anunciaron “la disminución del gasto administrativo del gobierno” mientras lo incrementaron con descaro. Prometieron su “reorientación a favor de la inversión pública” y en las cifras la recortaron. Que proponían nuevos impuestos para “destinar más recursos a los pobres”, cuando serían éstos los pagadores de los gravámenes.


Según el presupuesto del 2009 presentado, se incrementaría en 2.7% el gasto corriente y en 10.3% el de operación, intacta la obesidad del aparato y sus procedimientos. En cambio los subsidios se reducirían en más de 12% y el gasto de inversión en 13.5 por ciento. Se castigarían los apoyos compensatorios de la desigualdad y los estímulos al crecimiento. Política contraria a la que emprende el mundo entero para sortear la crisis.


En desacato al artículo 90 de la Constitución, Calderón anunció la desaparición de tres secretarías de Estado, competencia exclusiva del Poder Legislativo. No explicitó el destino de sus competencias ni la remodelación administrativa que seguiría. Menos la disminución presupuestal que implicaría, ya que los empleados de base y muchos de confianza acabarían migrando con sus escritorios y funciones a un nuevo hogar burocrático.


Hace tiempo la administración federal demanda una reforma en profundidad. Exige privilegiar sus capacidades de planeación, regulación y control sobre las operativas, que debieran desconcentrarse o trasladarse a estados y municipios. Supone además cambios constitucionales para redefinir competencias; la Secretaría de la Función Pública bien podría ser reemplazada por una Corte de Cuentas.


Nada de ello figura en la febril agenda presidencial. Las sustituciones en el gabinete acusan una pendiente que va de la inseguridad a la sumisión. Los nombres adelantados, a fines del 2009, para ocupar la titularidad de Agricultura, Petróleos y la Procuraduría son signos despóticos y amenazantes. Ofrece diálogo nacional para el cambio y anuncia derroteros preestablecidos sin consulta pública.


Son además una oda a la impunidad, al conflicto de intereses y la contumacia reaccionaria. El nuevo ocupante de la Sagarpa ha sido un ejecutor tecnocrático de la política que se condena. Las irregularidades cometidas en los programas de apoyo al campo son punibles y agudizaron la estructura piramidal de la distribución de recursos para la agricultura.


El personaje destinado a Pemex fue rechazado como consejero de esa institución por el Senado. Proviene de la cepa neoliberal más dogmática, fue servidor de connotados grupos oligárquicos y operador de una red de complicidades que socavó la empresa en beneficio de gobernantes y asociados. Heraldo de nuevas privatizaciones y multiplicadas corruptelas.


La cereza sobre el engendro es el candidato a procurar justicia y combatir el crimen. Representa un arbitraje hacia la línea dura. Investigado por la CNDH en su tortuosa fabricación de culpables en diversos casos de feminicidios en Juárez. Instigador de la represión en Oaxaca y socio de los bufetes que trocaron la influencia política en negocio sucio.


La anécdota nos remite a Calígula que, en su extravío, nombró cónsul a su caballo. La historia consigna que el emperador hundió a Roma “por una serie de yerros políticos que derivaron en crisis económica y hambruna”. “Acuciado por las deudas puso en marcha medidas desesperadas, como pedir dinero a la plebe.” La conspiración y la revuelta, más que el Senado, lo llevaron a un triste fin.


No repitamos en comedia desmanes que configuraron tragedias. Asumamos —sociedad y poderes constituidos— la responsabilidad suprema de enderezar el rumbo. Los pueblos tienen los gobiernos que toleran.


GOLPISMO CONSTITUCIONAL


Al despuntar el 2009, se abrió el debate sobre una cuestión jurídica de inmensa trascendencia y actualidad: el sistema de sustitución del presidente de la República. Prominentes congresistas y destacados juristas se pronunciaron, pero súbitamente entrevistas ya realizadas dejaron de publicarse.


A pesar de que los voceros parlamentarios advirtieron que el tema “no lleva dedicatoria” “ni debe ser tabú”, sino que es parte de la pospuesta reforma institucional, la discusión fue silenciada. El epitafio fue la declaración del presidente del Senado en el sentido de que “no es un problema fundamental para el país”.


Como asegura Diego Valadés: “la doctrina mexicana ha tratado este asunto de manera muy superficial” por considerarlo “espinoso” y por las implicaciones palaciegas que tiene. Es consecuencia de la “cultura política del Tlatoani, ya que éstos no sólo son intocables e infalibles, sino imperecederos, cuando menos durante seis años”.


Durante nuestra trayectoria constitucional nos hemos dado las soluciones más diversas y circunstanciales. En 1824 se estableció la vicepresidencia, cuyo titular era quien había ocupado el segundo lugar en la contienda y por tanto fuente natural de conspiraciones. Las constituciones de 1836 y 1843 la suprimieron, dejando al Senado la tarea de nombrar al interino, obviamente del mismo partido.


En 1857, al cancelarse esa cámara, quedó la suplencia en el presidente de la Suprema Corte —electo por el mismo método que el Ejecutivo—, de donde derivó la legitimidad de Benito Juárez a la renuncia de Ignacio Comonfort. En reformas sucesivas: de 1876, 1882 y 1896, la eventual suplencia fue rotando del presidente del Senado al secretario de Relaciones, al de Gobernación o al que la ley designara, hasta que el Congreso nombrase el definitivo.


La Constitución de 1917 suprimió la suplencia automática y dejó al Poder Legislativo la tarea de elegir, según el caso, al provisional o al interino, según estuviese o no reunido el Congreso. Si la falta ocurriese durante los dos primeros años, se procedería a convocar nuevas elecciones, pero si fuese posterior el suplente fungiría como sustituto y completaría el mandato.


Esa temporalidad no fue modificada a pesar de la ampliación del periodo presidencial a seis años. Se confirmó más tarde que si la falta ocurriese en los últimos cuatro años, el designado por el Congreso permanecería en el encargo. Grave precedente de un largo ejercicio del Ejecutivo por acuerdo político y al margen de la soberanía popular.


Concluida la hegemonía de un solo partido el sistema resulta altamente riesgoso. Mientras no se pongan de acuerdo los grupos parlamentarios para alcanzar la mayoría de dos tercios, la Presidencia estaría acéfala. Algunos proponen un método de votaciones decrecientes —muerte súbita— y otros sugieren volver a la suplencia automática.


Recordando su vivencia de mandatario, Miguel de la Madrid propone la restauración de la vicepresidencia. Sostiene que gobernó en “angustia permanente”, pensando que, como el Ejecutivo se deposita en una sola persona, si ésta falta desaparece todo un poder. Carpizo considera “nefasto olvidar y repetir ese error” y sugiere en cambio una suplencia temporal a cargo del presidente del Senado.


Ambas propuestas corresponden a la tradición norteamericana, que reúne los dos cargos en un mismo individuo. Hay otra, adelantada por la Comisión de Estudios para la Reforma del Estado en el 2000: que la suplencia recaiga nuevamente en el presidente de la Corte, entendido como un “encargado del despacho, cuya función primordial sería organizar las elecciones de modo imparcial y en el plazo más breve”.


Lo esencial es que el único reemplazo democrático es el que decidan los ciudadanos en las urnas. Recordemos que la sustitución se produce por cualquiera de las causas previstas: renuncia, muerte, incapacidad, pero también desafuero, juicio político y —en su caso— revocación de mandato. Según el actual sistema, podría ocurrir que dos partidos decidieran remover al Ejecutivo y sustituirlo por otro. Una suerte de “golpismo constitucional”.


La sola posibilidad de que suceda convierte al presidente en rehén de sus potenciales verdugos. En ello reside el arma secreta del PRI y la clave de su ansiada jefatura de gabinete. Así lo reconoce Emilio Gamboa, cuando sostiene que apoyaron a Calderón en su toma de protesta “para evitar una crisis constitucional”.


Lo hicieron para cohonestar la violación del sufragio, someter el Ejecutivo a su merced y recuperar en la maniobra el terreno perdido por el rechazo ciudadano. Es pues gracias a la pequeñez de unos y la mala fe de otros que ha naufragado la reforma del Estado y, con ella, la solvencia de las instituciones políticas.


LA UNAM AL PODER


Abyectos plumíferos al servicio del gobierno activaron un movimiento corta-lenguas perseguidor de los diputados que actuamos abiertamente como oposición. Les aterró que hayamos pedido la remoción del secretario de Seguridad Pública, en consonancia con la posición adoptada por seis grupos parlamentarios.


Inútil empeño, ya que la verdadera demanda es la dimisión del Ejecutivo, sea por la vía de la revocación de mandato o mediante la simple renuncia, puesto que las solicitudes de juicio político están bloqueadas por la inconsistencia del Senado y la complicidad del ministerio público.


La gravedad de la crisis nacional, aunada a la ilegitimidad e incompetencia del régimen, hacen urgente ese reemplazo. Las disposiciones constitucionales vigentes prevén que el presiente interino sea designado por mayoría calificada del Congreso, a efecto de sostenerse en un amplio sustento político.


Durante toda nuestra historia constitucional y en la gran mayoría de las legislaciones del mundo la sustitución es automática y en la persona del vicepresidente de la República, el presidente de la Corte o algún otro funcionario que en breve tiempo debe convocar a elecciones para devolver el poder a los ciudadanos.


El constituyente de 1917 receló de las ambiciones que una sucesión predeterminada podría suscitar y confió el difícil tránsito a un acuerdo político. Sin embargo, en caso de no encontrarse un consenso rápido, el país podría precipitarse en una crisis insalvable. Hemos propuesto en consecuencia un sistema que garantizaría gobernabilidad democrática.


Tales consideraciones, sazonadas por su intuición literaria, determinaron la premonición de Eduardo Huchim en semejante coyuntura. Imaginó en su novela La conjura —enero de 1997— un escenario inteligente que facilitara la sustitución de Ernesto Zedillo, sin mayor trauma para el país.


La trama conduce a la designación de Genaro Góngora, entonces prestigiado presidente de la Corte. A falta de acuerdo parlamentario sobre un integrante de la clase política y en recuerdo de la época juarista, optaron por escoger a la cabeza del Poder Judicial, apostando a su solvencia moral y su capacidad de emprender reformas indispensables.


He reflexionado cuál sería hoy la decisión equivalente. Pienso que podría recaer en el rector de la Universidad Nacional, no sólo por ser ésta la institución pública mejor librada de la debacle, sino por el conjunto articulado de competencias que podría movilizar y su indiscutible carácter de conciencia crítica de la Nación.


Cómo olvidar la enjundia en 1968 de Javier Barros Sierra al asumir la defensa de la integridad universitaria y, con ella, de los valores democráticos. Las acciones del doctor José Narro Robles están inspiradas también en la salvaguarda de principios esenciales y en la lucha por un curso independiente y justo del desarrollo.


Narro ha advertido el peligro cercano del “estallido social”. Ha promovido debates informados y patrióticos sobre la cuestión del petróleo, la educación, la ciencia y la tecnología, así como nuestra inserción en el cambio económico global. Ha hablado fuerte e irrebatible.


El rector diagnosticó que hay “miopía en el poder” y denunció que se limitan “a tapar un hoyo financiero, sin perspectiva de mediano y largo plazo”. Demandó un “debate sobre las prioridades nacionales”. Con el modelo actual ni “crecemos lo que se requiere ni la gente vive mejor”.


Ecos válidos de una noble tradición: remite a Justo Sierra: “el saber os hará libres” y recuerda nuestra deuda con José Vasconcelos: la democratización y la cultura como vehículos de redención. México necesita asideros y certidumbres para escapar de horizontes acorralados.


Inventemos fórmulas de futuro en vez de perversiones del futurismo. Todavía hay tiempo para reaccionar, pero es apremiante e irrepetible. Hago un nuevo llamado a remover la piedra que nos conduce al abismo.


ESCISIÓN DE PODERES


Entre los escombros de la reforma del Estado surgen columnas rotas o simple cascajo conceptual que algunos legisladores serviciales recogen para moldear deplorables adefesios constitucionales. Es el caso de la iniciativa, aprobada en la Cámara de Diputados, para eximir al jefe del Ejecutivo de su asistencia a la apertura de sesiones del Congreso.


En opinión de muchos expertos, la clave de bóveda de la nueva arquitectura institucional del país es precisamente el cambio de régimen político.


La presencia de la cabeza del Estado en el inicio de los periodos parlamentarios proviene de los orígenes del constitucionalismo. Es la señal inequívoca del respeto que el Ejecutivo debe a los representantes populares y el vínculo ostensible entre dos poderes de un estado nacional o de una entidad federativa. Así está consagrado tanto en las monarquías constitucionales como en los regímenes republicanos, cualquiera que sea su forma de organización.


La Constitución de Cádiz, vigente dos veces en la Nueva España, estipulaba: “el Rey asistirá por sí mismo a la apertura de las Cortes” y añadía: “hará un discurso en el que propondrá a las Cortes lo que crea conveniente”. Sólo lo exceptuaba de esa obligación si “tuviere impedimento”, pero preveía que en ese supuesto “lo haría el presidente, sin que por ningún motivo pueda diferirse para otro”. Evitaba así que el monarca entorpeciera el funcionamiento de la asamblea.


En la Constitución de 1824 se mantuvo esa comparecencia en la persona del presidente de la Federación, quien “pronunciará un discurso análogo a este acto tan importante”; aunque no lo eximía de esos deberes en ninguna circunstancia. La Constitución de 1857 ratificó el precepto y reiteró la obligación de pronunciar un mensaje “en que manifieste el estado que guarda el país”. Fórmula que corresponde a la de casi todos los sistemas democráticos y que en Norteamérica es llamado “State of the Union Address”.


Como resultado del debate implícito con los resolutivos de la Soberana Convención Revolucionaria, el constituyente de 1917 adoptó algunos rasgos de los regímenes parlamentarios. Entre ellos, la introducción del “informe por escrito sobre el estado general que guarde la administración pública del país”, adicional a su obligación de asistir a la apertura de sesiones del Congreso.


Ocurre de esa suerte el “desdoblamiento” de la institución presidencial en un mismo acto, al que acude como jefe de Estado y rinde un informe como jefe de Gobierno. De ahí que haya sugerido en 1972 que asistiera en dos ocasiones: la primera —ceremonial— con un discurso político y la segunda para debatir con el Congreso el informe de gobierno que le hubiese enviado previamente.


Semejante argumento empleé para fundamentar la interpelación que como senador, y en los más rigurosos términos parlamentarios, formulé al Ejecutivo en 1988. Nueve años más tarde, en mi respuesta como presidente del Congreso, invité al presidente a comparecer de nuevo “para compartir con los legisladores el resultado de nuestras deliberaciones”. Sugerí después repetidamente que consagrásemos esa dualidad en la Constitución, a fin de iniciar seriamente la parlamentarización del régimen.


La reforma aprobada no puede ser más hipócrita ni disparatada. Va más allá de la que el PAN había adelantado, que eximía al Ejecutivo de su primera asistencia pero lo obligaba a comparecer posteriormente para escuchar los comentarios de los legisladores y responder a ellos. Establece un modelo insólito de escisión de poderes, equivalente a la ruptura de relaciones en el universo diplomático.


Suplanta además el escenario republicano en beneficio de la dictadura mediática y de las relaciones políticas subterráneas. Convierte la rendición de cuentas en una comparecencia frente a Televisa y entroniza la seducción en recintos cerrados como recurso último para corromper el pluralismo. Intenta salvaguardar al Ejecutivo, por la vía constitucional, frente a las consecuencias objetivas de su ilegitimidad de origen.


Convertir la norma suprema en escudo de la impunidad obedece a la misma inspiración del “fraude constitucional” que están perpetrando a través de la reforma energética. Torturar el derecho para legitimar el poder arbitrario. Que no se extrañen por la reacción categórica de los ciudadanos.


EL MITO SEXENAL


Una de las características atribuidas a la posmodernidad es la evaporación de los mitos. En el paraíso prometido del fin de las ideologías, todo proyecto colectivo anterior al pensamiento lineal estaba destinado a desaparecer. Una sola verdad habría de emerger del vientre de la globalización y toda novedad en la esfera de las costumbres sería permisible.


En el debate sobre la reforma petrolera, la denuncia del “mito nacionalista” se ha convertido en trinchera del entreguismo. Una falange de alquilones intenta descalificar a los defensores de la soberanía con el argumento de que estamos anclados en una anacrónica fijación patriotera. Ignoran que el gran mito hoy abolido es el neoliberal y que el nacionalismo se reafirma en todas partes, empezando por los Estados Unidos.


Los heraldos de la “modernización” han rechazado no obstante la revisión de nuestro marco constitucional y de los prejuicios políticos heredados del antiguo régimen. Uno de ellos es la duración fatal de los mandatos por todo el periodo para el que fueron electos sus titulares. Hablar de la suspensión constitucional de un encargo público parece una herejía o un llamado sedicioso. Quien lo propone es denunciado como golpista.


Nuestro país vivió durante largo tiempo obsedido por la estabilidad política. La fragilidad de los gobiernos posteriores a la Independencia fue causa y efecto de asonadas, revueltas, guerras civiles e intervenciones extranjeras. También del recurso al hombre indispensable. “Gobiernos sietemesinos” los llamaba José Iturriaga en referencia a su promedio de su duración.


La restauración de la República fue en rigor la refundación del Estado. Pero la seguridad y permanencia de éste se confundieron con las del gobierno y las del presidente que lo encabezaba. De otro modo no se explican las reelecciones de Benito Juárez ni las de Porfirio Díaz o la de Álvaro Obregón. Tampoco la violación sistemática del sufragio a pesar de haber sido causa primordial de la revolución.


La institucionalización del régimen en los años treinta, a más del establecimiento de un partido hegemónico, tuvo como pivotes la indiscutida supremacía presidencial, la estricta rotación de sus titulares y la autonomía política del sucesor respecto de quien lo puso en el cargo. Así se construyo el mito presidencial, que sus críticos llamaban “monarquía sexenal”.


Se entronizó de esta suerte la impunidad y el mandatario fue convertido en mandante, ya que el ejercicio de su función quedó al margen de toda sanción, durante su desempeño y después de éste. La Constitución de 1917 estableció la suspensión del mandato de los ayuntamientos por los congresos locales y de los poderes de los estados por el Senado, pero nada semejante para los poderes federales.


Las únicas puertas entreabiertas son el juicio político y la renuncia “por causa grave”. El artículo 108 establece que “el Presidente de la República sólo podrá ser acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común” y el 111 que deberá hacerse ante la Cámara de Senadores. Sin embargo, no es claro si se trata de una declaración de procedencia, con lo que perdería el fuero y podría ser juzgado por los tribunales, o bien de “infracciones políticas” que ameritan directamente la pérdida del cargo.


El modelo anglosajón del impeachment (literalmente “bochorno”) cuyos orígenes se remontan al siglo XIV, acarrea sanciones administrativas y penales. En la tradición europea, según sostenía el maestro Jean-Jacques Chevalier, la sanción es eminentemente política y se relaciona con desviaciones ostensibles del poder o faltas contra las leyes fundamentales del Estado.


Algunos juristas sostienen que debiera extenderse a la responsabilidad patrimonial y desde luego a la violación de la Constitución. ¿Qué sentido tendría la obligación contenida en el artículo 87, relativo a la protesta de “guardar y hacer guardar la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos y desempeñar leal y patrióticamente el cargo del Presidente de la República”?


Tratándose de un requisito constitutivo —que no protocolario— para acceder a la función, la expresión “si así no lo hiciere, que la Nación me lo demande” debe tener consecuencias jurídicas. De otro modo, resultaría retórico el precepto del artículo 39: “el pueblo tiene en todo tiempo el derecho inalienable de cambiar la forma de su gobierno”, y con mayor razón al gobierno.


La vía popular o “control vertical” del poder es la revocación del mandato, que no implica acción parlamentaria o jurisdiccional alguna, sino exclusivamente la voluntad de los ciudadanos. Es frecuente en los regímenes presidenciales, ya que los parlamentarios cuentan con las elecciones anticipadas para remover a los gobiernos.


Tal revocación está consagrada en cinco entidades y propuesta por varios partidos en el Congreso de la Unión. Urge su aprobación a fin de que el pueblo tenga pronto un camino más expedito para la recuperación de su soberanía.


ANULAR O REVOCAR


El hartazgo difuso respecto al empleo irresponsable del poder ha desencadenado el debate sobre la anulación del voto. En el río revuelto de la indignación surgen las redes de quienes quisieran adelgazar aún más al Estado y los promotores de la amnesia sobre la ilegitimidad, los excesos y las torpezas del morador de Los Pinos.


Fox orquestó el descrédito contra un Congreso limitante de sus reformas “estructurales” y pidió “quitarle el freno al cambio”. Estrategia para apuntalar al partido del gobierno en las urnas, rotundamente fracasada, que lo arrojó al contubernio con Roberto Madrazo a fin de urdir y ejecutar el desafuero de Andres Manuel López Obrador.


En los sistemas presidenciales, las elecciones intermedias son instrumento de control democrático sobre el Ejecutivo. Ratifican una mayoría, la ajustan o la revierten y obligan por tanto a un cambio de política. El carácter hegemónico del régimen mexicano las volvía prácticamente inútiles, y de ahí el elevado abstencionismo.


Cuando el drama nacional debiera otorgar a los comicios un sentido plebiscitario, a efecto de construir un nuevo bloque mayoritario, surge la iniciativa de descalificarlos. Es vasto el desprestigio del sistema de partidos, pero más aún el fracaso de la transición, la podredumbre del régimen, la catástrofe económica y el aberrante predominio de los poderes fácticos.


Tachar a los candidatos entraña un desahogo moral del que no se sigue proyecto político alguno. Es una reprobación genérica que elude la rendición de cuentas: las denuncias contra los ex presidentes, las complicidades con el narcotráfico, la defraudación electoral, la incuria infanticida, el estado de sitio, la demagogia sanitaria y el lamentable desempeño de la cámara saliente.


Anular significa “dejar sin fuerza”, “suspender” o “desautorizar”. ¿A quiénes? ¿A los que todavía no han sido electos? Una suerte de aborto representativo o de contracepción política, alentada —en muchos casos— por los defensores del “derecho a la vida”. ¿No sería más consecuente revocar el mandato de quienes han fallado o prevaricado y comenzar así la demolición del castillo de la impunidad?


Conspicuos “anulistas” rescatan de modo inconexo asignaturas de la reforma del Estado, según preferencias ideológicas, pero sin ningún reclamo por el culpable abandono del conjunto. ¿A quienes exigiremos la introducción de cambios legales? ¿A legisladores fantasmas? ¿O bien a los aparatos políticos y las cúpulas contumaces, que saldrían beneficiados con la operación?


La flecha va contra los partidos emergentes: a mayor número de votos nulos menor proporción de sufragios repartibles. Una revancha además de las televisoras que ocuparían por entero el espacio de las instituciones constitucionales, dictarían las agendas públicas y ahogarían la diversidad ciudadana.


Tenemos que encontrar la salida del callejón. El sistema electoral se ha corrompido y son inocultables los vicios de la partidocracia. Debilitar el reducto posible de la legitimidad republicana sería pavimentar el camino del fascismo. Lo sensato es fortalecer el Congreso para equilibrar los poderes; lo absurdo, pretender la recomposición del Estado fallido con candidatos fallidos.


Queda un tiempo angustioso para reconstruir el Estado. Apostar a un movimiento insurgente sería suicida. Generar mejor un movimiento social capaz de modificar el rumbo sin arrollar la precaria institucionalidad. Devolver a los ciudadanos el ejercicio de la soberanía por la liberación de los medios de comunicación y la implantación de la democracia directa.


Requerimos acciones de aliento para evitar el colapso del bicentenario. A grandes males, iniciativas mayores.


REVOCACIÓN VIRTUAL


Las elecciones intermedias, insistimos, sirven para confirmar la mayoría del partido o coalición en el gobierno, para ajustarla o para revertirla. Tienen así un carácter plebiscitario y, por su contundencia, pueden representar, como las del 5 de julio de 2009, una revocación virtual del mandato del Ejecutivo.


En los sistemas parlamentarios cada elección legislativa arroja una mayoría que forma gobierno o reemplaza al anterior. Si así fuera en nuestro país, Calderón habría vuelto a casa el primero de septiembre. Estamos sin embargo condenados a una ambigüedad paralizante que propicia todos los contubernios, de los que apenas son botones de muestra las listas de concesionarios de guarderías.


Algunos especialistas y legisladores vienen planteando desde fines de los noventa —cuando comenzaron los “gobiernos divididos”— la adopción de un sistema de “gabinete” cuyo jefe e integrantes sean designados por el Congreso a propuesta del Ejecutivo. Otros nos inclinamos por un régimen semipresidencial, en el que se diferencien con nitidez las esferas del Estado y del gobierno.


La pequeñez intelectual y la inercia residual del poder han frenado durante un decenio la reforma de las instituciones, cuya urgencia es incuestionable. En vez de festejar victorias pírricas o lamentar derrotas anunciadas, bien harían los nuevos parlamentarios en encarar con seriedad la tarea. Los ciudadanos —nulos o válidos— esperarían un pronunciamiento claro de cada partido.


Las reformas electorales del 2007 no pasaron la primera prueba. Fueron comicios sin árbitro: vacuos y manipulados. La “oferta política” no existió, sólo el hartazgo de pancartas y mensajes redundantes y mentirosos; con frecuencia ilegales y defraudadores de la confianza pública. El Consejo del IFE rehusó promover el debate democrático, como es su deber constitucional.


Los conflictos internos y entre partidos provocaron un torneo de injurias. La guerra sucia volvió por sus fueros, principalmente a cargo del morador de Los Pinos y de su chivo expiatorio. El Ejecutivo gastó más en propaganda electrónica que todos los partidos en el 2006. Los medios burlaron a sus reguladores y vendieron por debajo de la mesa todos los favores que quisieron pagarles.


Hubo muertos antes y durante la jornada y en algunas casillas aparecieron los narcos con sus cuernos de chivo. La compra y coerción del voto conocieron una nueva primavera y los votantes cautivos fueron proporcionalmente más numerosos que en el viejo régimen. En ello consistió, rigurosamente, la vuelta al pasado.


La del 2009 fue una elección de gobernadores, que se han convertido en ogritos filantrópicos. En realidad sólo dos perdieron: el de Sonora, presumiblemente por la quema de niños, y el de Querétaro, cuyo territorio fue políticamente anexado al estado de México. En San Luis ganó el mandatario local con un personero de otro partido, en detrimento de su adversario en el propio. El regreso al PNR, sin el contrapeso suficiente de caudillos ni instituciones nacionales.


Nuestro universo electoral está compuesto sobre todo de láminas, despensas, acarreos y televisoras codiciosas. La “dureza” del voto es menos un grado de la convicción que de la ministración. Por ello es elevada la capacidad de reproducción del poder y —salvo conmociones excepcionales— los comicios están decididos de antemano.


El sistema representativo está falseado por la intermediación y la abusiva utilización de la miseria. La abstención y el “anulismo” redujeron la franja del voto libre y contribuyeron al triunfo del sufragio controlado. Sólo 12% de la lista nominal —poco más de la décima parte de los electores— votó por el partido en el gobierno y los “ganadores” se alzaron apenas con 16%: menos de la sexta parte de la ciudadanía.


El retrato más nítido de una transición fracasada: elecciones clonadas en los poderes feudales, supremacía de la pantalla y el dinero, autoridades sin sustento democrático e instituciones públicas en bancarrota. Tiempo para comenzar de nuevo.


LA DEVOLUCIÓN DEL PODER


En el marco de la postinera recepción ofrecida por el Estado español a Felipe Calderón, a mediados del 2008, destacó su presencia en la cámara de los diputados y la generosidad con que fue recibido por los parlamentarios. También las simplificaciones con que eludió definiciones plausibles sobre los problemas de una región convulsa y la ausencia de propuestas claras, de la envergadura que requiere la anunciada “transformación de México”.


La referencia a la “confusión ideológica” que prevalece en América Latina más bien denuncia la propia, y el vínculo entre “románticos ideales” y “criminalidades terroristas” pareció un regaño a Lucía Morett, más que la consideración ponderada de un estadista en torno a la profunda desigualdad que nos aqueja y a las vías para afrontarla. Prefirió alentar el ánimo repsolero del auditorio con su oferta de “atracción a las inversiones extranjeras”.


Incurrió no obstante en un hallazgo inconsciente al afirmar que no era su propósito “sobrevivir, sobrellevar circunstancias o administrar parálisis”, cuando es precisamente lo que está haciendo. No cabe duda de que las cumbres embriagan. Sostenía un diplomático socarrón que todo festejo entre jefes de Estado tiene reminiscencias monárquicas: los coloca por encima del común de los mortales y les hace olvidar —merced a los oropeles y complacencias recíprocas— la dura realidad cotidiana.


En 1977 había pasado por esa tribuna José López Portillo, quien aprovechó la ocasión para empatar la reforma política que promovía con la transición española. Propósito desmesurado, pero indicativo de la orientación que deseaba imprimirse a la reanudación de relaciones diplomáticas. Ésa fue la mayor laguna del discurso calderonista: ninguna alusión a las reformas constitucionales que supuestamente son prioridad del Congreso mexicano, habida cuenta de la anormalidad política que vive el país.


De toda evidencia, nos deslizamos por la pendiente de la degradación institucional y la creciente disfuncionalidad en las relaciones políticas. En vez de división de poderes, bloqueos y pantanos legislativos; en vez de la primacía de la autoridad civil, una riesgosa militarización; en vez de reparto equilibrado de competencias federales, feudalización de las comarcas; en vez de fortalecimiento de la soberanía del Estado, predominio aberrante de los poderes fácticos y extravío del interés nacional.


Toda crisis mayor exige la revisión del sistema representativo y la devolución del poder a la ciudadanía. Culmina con la emergencia de un proceso constituyente que, a partir de nuevos consensos nacionales, restablece el Estado de derecho, reordena los objetivos del país y reconstruye el andamiaje de las instituciones públicas. Ése es el único camino posible de la transformación política, que de modo caótico hemos comenzado a recorrer.


El debate suscitado en el Senado con motivo de las iniciativas petroleras es una raya en el agua. No recuerdo que se haya discutido en un recinto político alguna cuestión nacional de manera tan informada y prolija. Después de la consulta popular, ése debiera ser el basamento de un genuino Programa Nacional de Energía, abrazado democráticamente por los actores relevantes. Y así con el resto de los grandes problemas nacionales.


Sorprendió por ello la súbita remoción del coordinador del grupo parlamentario del partido en el gobierno. Gesto despótico que no puede interpretarse sino como confesión de derrota o como desprecio al diálogo. Lo confirman las vulgares declaraciones de su sucesor, quien dijo que las reformas son “competencia exclusiva de los legisladores”, redujo a “puntos de vista” las aportaciones de los expertos y ofreció un diploma a quienes se hayan “chutado los foros” a los que acudieron “puras lumbreras”.


Lo ocurrido en esas fechas durante la reunión parlamentaria entre México y los Estados Unidos, señala también una vuelta de manivela: la irrupción de los poderes legislativos en la toma de decisiones que no corresponden en exclusividad a los ejecutivos. Del lado norteamericano es usual, aunque esta vez se puso de manifiesto que las promesas de Bush respecto del Plan Mérida disimulaban los condicionamientos unilaterales del Senado. El que extiende la mano se expone al azote.


El debate entre legisladores evidenció la insuficiente consulta de los presidentes y la correlación del asunto con temas como la migración y el tráfico de armas, que en modo alguno se atacaron. Sólo que allá se tradujo en modificaciones a la iniciativa y de este lado permanecen todavía intactas las intenciones de Calderón. Peor aún, por mal entendido nacionalismo, nuestros legisladores se hicieron cómplices de la permisibilidad concedida a las fuerzas armadas en la violación de derechos humanos y las ligas con la corrupción.


Se imponen análisis responsables sobre la estrategia de seguridad nacional, la crisis alimenticia, la relación salarios-precios, el abandono educativo y la reforma de las instituciones políticas. A falta de gobierno, será a fuerza de debates y a golpe de consultas. Anticipos de una nueva República.


LA LECCIÓN DE BOLIVIA


Durante agosto del 2008 sucedió en Bolivia el referendo revocatorio sobre el mandato del presidente, el vicepresidente y los prefectos de ocho departamentos. Ganado por los primeros y por la mayor parte de los segundos, reafirma la legitimidad de las dirigencias, modifica equilibrios y abre el camino de la negociación política.


La dualidad de la consulta obedece a la correlación entre los gobiernos locales y el nacional, tratándose de la cuestión autonómica que decide el destino de las regiones pero afecta la integridad del conjunto. Los anteriores (2006 y mayo-junio de 2008) no fueron definitorios ya que en el primero triunfó el no en la mayoría del territorio y los segundos —parciales— fueron anulados por el Tribunal Constitucional.


El último no implicó la definición de un estatuto legal para las regiones sino la confirmación de las dirigencias y la revocación de algunas —dos de la oposición y una adicta a Morales—. Los resultados transparentan la polarización del país y la necesidad de aliviar el conflicto. Representan un llamado al diálogo a efecto de conciliar el proyecto constitucional con las exigencias autonómicas.


El 28 de septiembre del mismo año tuvo lugar el referendo del Ecuador sobre la Constitución, que fue revocatorio, ya que las orientaciones fundamentales del texto fueron aprobadas en la consulta del 2007. Es cada vez más claro que los regímenes presidenciales —arcaicos en mi criterio— necesitan de la democracia directa, ya que sólo funcionan mediante el ejercicio de liderazgos eficientes y consolidados.


Podría esgrimirse que en Norteamérica tal figura no existe. Recordemos sin embargo el carácter cuatrienal del mandato, que con mayor frecuencia somete al presidente a las urnas. Se trata en realidad de una sucesión de bienios, ya que las campañas comienzan en enero del tercer año, lo que obliga a severas recomposiciones políticas. En ningún otro sistema tiene pleno sentido la expresión lame duck (pato rengo).


Existe también el juicio político —bajo cualquiera de sus modalidades—, que tiene la doble función de espada de Damocles y de alternancia política en caso de ocurrir. En los regímenes parlamentarios —menos personalistas aunque igualmente mediáticos— la clave son las mayorías parlamentarias, que cuando se esfuman o incurren en “parálisis y pantanos” provocan la disolución de las asambleas y la renovación de los gobiernos.


Referir estos temas a México —La ruptura que viene— me vale ser acusado de “golpista” o bien condenado al “ocaso del estadista”. Señal incontrovertible de una cultura política arqueológica, pero también de que el miedo no se traslada en jumento. Cuando objetivamente resulta difícil encontrar un caso que —como el nuestro— llame a gritos la devolución del encargo, de origen además ilegítimo.


La radiografía política del país no podía ser más espectral. Problemas acumulados de enorme envergadura que dramáticamente contrastan con la pequeñez del gobierno. La disfuncionalidad de un sistema constitucional que no se ha querido modernizar; la bulimia política que se traduce en anorexia estatal; la impunidad como garantía sucesoria y la banalización de las instituciones, a merced de quien las quiera arrollar o manosear.


Los efectos devastadores de la parálisis del crecimiento, la caída de la bolsa de valores, el aumento de los precios y la contracción de los salarios, el rechazo escolar, el imperio del crimen organizado, la inseguridad generalizada y la pérdida de jurisdicción del Estado sobre el territorio.


Calderón responde con la instauración de un gobierno “bonsai”, medalla olímpica del anonimato y reflejo de las estrecheces de quien convierte a su “staff” en gabinete. Cómo ignorar la indignación sin precedentes de los empresarios y el clamor de la sociedad ante la ola creciente de secuestros que equivale ya al secuestro de nuestro destino.


A falta de liderazgo presidencial para convocar una cumbre sobre seguridad pública, lo hace el jefe de Gobierno. Incapaz de conciliar un proyecto racional sobre energía, los ciudadanos ocupan el espacio de la decisión nacional. Sólo queda la devolución democrática del mandato y la recomposición pacífica de los poderes públicos.



BLOQUE CONSERVADOR



Después del mensaje del 2 de septiembre de 2009, algunos entendieron que Calderón retomaba la iniciativa después de su derrota electoral y pretendía exhibir a los priistas como “los verdaderos guardianes del orden injusto y autoritario”. Olvidaron que ambos navegan en la misma embarcación y sólo están disputando la gorra de capitán.


Ricardo Raphael enumeró los poderes reales que vedan la consumación de los cambios anunciados e impiden una reforma fiscal con vocación distributiva. Concluyó que “en las coordenadas donde cohabitan esos intereses se encuentra el anclaje del poder conservador mexicano”.


A cada coyuntura de riesgo se repite sin falla el abrazo de Acatempan. El pacto histórico de 1988 que hizo posible la entronización de Carlos Salinas mediante el concurso del PAN y la implantación definitiva del ciclo neoliberal. Lo demás es esgrima verbal para deleite de galerías.


Así lo vivimos en el Congreso. La contundencia de los votos acalla las fanfarrias guerreras. Durante el prolongado eclipse de García Luna, observamos que seis grupos parlamentarios habían solicitado la renuncia del funcionario. Pedimos una votación en ese sentido y la mayoría de los diputados se retractó mediante el silencio.


La cuestión de la huelga de Cananea tuvo un desenlace afrentoso. Un legislador del Partido Verde exhortó al Ejecutivo a que retirara la concesión a la empresa Minera México, demanda que ya había formulado otro del PRI. El rechazo fue aplastante: 85 votos a favor y 305 en contra.


La ratificación por el Senado del nuevo procurador —75 a favor y 27 en contra— entraña una imperdonable falta de decoro político. Mientras diputados del mismo partido descalificaban con ardor las acciones de seguridad pública, sus colegas de la otra cámara avalaban el nombramiento de quien manifiestamente llega para apuntalarlas.


Había quedado en claro que sus turbios antecedentes no lo hacían elegible para el cargo. El repudio social debiera alcanzar ahora a quienes lo aprobaron. Pretextar que si lo repudiaban el Ejecutivo podría enviarles otro peor, es argumento pueril. Nada justifica que los legisladores se hagan corresponsables de un nombramiento artero.


Los líderes de los partidos involucrados propalan que ha llegado la hora de reformar el Estado en tanto que sus representantes eluden lo esencial del debate: una de las más urgentes asignaturas es la autonomía constitucional del ministerio público y su elección a cargo del Congreso. Sobre esa reivindicación inaplazable, nada se dijo y nada se hará.


En la aprobación del paquete fiscal las escenas son semejantes. Sólo que la negociación es más tortuosa por razones doblemente clientelares. Para sortear cualquier daño a los mayores intereses económicos por el lado del ingreso y para repartir los beneficios del egreso entre una legión de peticionarios encabezada por los gobernadores.


El impuesto planteado de 2% es regresivo y demagógico, pero no es el peor de todos. Hacienda echó sus redes y el gobierno sus megáfonos para atrapar a los incautos y ofrecer salidas a sus cómplices. Es deplorable que traten siempre de pescar en las aguas de los que menos tienen y finjan ignorar que la elevada concentración del ingreso es la causa eficiente de la crisis.


El debilitamiento del Estado y su parálisis frente a los poderes de facto han sido condición y consecuencia del modelo económico que nos fue impuesto. Imposible transformar éste si no se reconstruyen las instituciones públicas a partir de sus fundamentos. El bloque hegemónico sólo promueve retoques ornamentales, como la erección de un jefe de Gabinete, a fin de mejor compartir la dominación.


El edificio está a punto de desplomarse sobre nosotros. La solución ha de ser radical: venir pronto y desde la sociedad.



EL REGRESO DEL SINDICALISMO



El funcionamiento de las sociedades democráticas supone diversos equilibrios que acotan el ejercicio de la autoridad y protegen los derechos de la población. Así, además de la separación de poderes y su descentralización territorial, es preciso activar la participación ciudadana y la democracia social.


Los adictos a enjutas doctrinas liberales no acaban de entender que las organizaciones de la sociedad son parte del cuerpo político no estatal. La sociedad civil en sentido propio. Su funcionamiento autónomo es garante de derechos colectivos y toda constitución contemporánea los reconoce. Son la versión opuesta de los poderes fácticos.


El ciclo neoliberal que nos condujo a la catástrofe implicó —como dijera un dirigente histórico— la “castración de los sindicatos”. No cabían en el pensamiento único ni en el diseño de abatir salarios y debilitar el mundo del trabajo. Entraron en apogeo los “contratos de protección”, de los intereses empresariales y las políticas dominantes.


Se ha recordado que en tiempos de la gran depresión Keynes escribió al presidente Roosevelt para alentarlo a transferir recursos a la clase trabajadora y estimular la contratación colectiva. Los sindicatos —le dijo— “son parte de la solución, no del problema”. Actuar en sentido inverso es señal inequívoca de parálisis mental.


El atraco contra el Sindicato Mexicano de Electricistas, no es accidental, sino “estructural”. Revela además la codicia de la clase gobernante y su ideología petimetre, plasmada en la carta de Lozano: “No siendo experto en materia laboral, tuve la fortuna de dominarla muy pronto y ejercer el cargo en plenitud”.


A Calderón lo complacen los incondicionales y los bravucones, aunque no puedan sostener sus dichos. ¿Podría imaginarse mayor torpeza que colocar un reglamento administrativo por encima del mandato constitucional y de los tratados internacionales? “La autoridad pública deberá abstenerse de toda intervención que limite o entorpezca el ejercicio de los derechos sindicales”. Punto.


Hace meses personalidades y organizaciones exigieron la renuncia del secretario del Trabajo por su desprecio confeso a los ordenamientos que protestó cumplir. Había descalificado la Ley Federal del Trabajo como “una pieza legislativa que cobija el fraude, simula relaciones laborales y genera incentivos perversos”. Suponemos que lo mismo piensa del artículo 123, del que aquella emana.


Convertir la autoridad del trabajo en órgano electoral es un despropósito, sobre todo cuando su titular es parte de un gobierno surgido del despojo. Se trataba de una obvia provocación para orillar al estallido de la huelga, de ahí a la requisa, después a los jugosos contratos sin vigilancia y finalmente a la privatización abierta o clandestina, como en Petróleos Mexicanos.


El asunto incide simultáneamente sobre dos reformas neoliberales pendientes: la energética y la laboral. En la primera han optado por las vías de hecho, con base en una legislación tramposa y en la segunda han preferido el golpe de mano con la intención de intimidar a los sindicatos y luego imponer legalmente la precarización de las relaciones de trabajo.


La reacción social, la solidaridad gremial y la batalla parlamentaria han frenado por ahora la maniobra, a pesar de la campaña sucia a cargo de los servidores mediáticos del régimen. Es sólo un primer episodio, por lo que se hace necesario articular el contraataque. El debate central es el cambio de rumbo económico y las vertientes que comprende.


En la agenda están las estrategias de energía, fiscal, bancaria y financiera; antimonopólica, industrial y alimentaria; científica, tecnológica y de comercio exterior; de salarios, precios y utilidades así como de empleo y mercado interno. Para reorientarlas es indispensable derrotar al bloque hegemónico.


Por ello saludamos el regreso de los sindicatos a la arena política, proemio de una reforma laboral progresista que asegure su libertad y autonomía y promueva justicia en las relaciones de trabajo.



INJURIAS E IDEAS



En un artículo dedicado a mi libro La ruptura que viene, Lorenzo Meyer sostiene que los actores públicos escribimos nuestras experiencias para justificarnos, pero que mientras unos lo hacen mediante repertorios anecdóticos y denuncias convencionales, otros intentamos la reflexión histórica y la ponderación ideológica.
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